En la ciudad de Mar del Plata, a los 6 días del mes de mayo del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa R-1013-MP2 “AGUIRREZABAL DE RENDO ALICIA NOEMÍ c. BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES s. PRETENSION INDEMNIZATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata dispuso, mediante pronunciamiento de fecha 02-10-2009, encauzar el embate articulado en los términos del artículo 64 del C.P.C.A. contra el acto administrativo dictado en la etapa de ejecución de sentencia, en el marco del proceso ordinario regulado en el ordenamiento procesal contencioso administrativo.

II. Declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por la parte actora –v. fs. 356/357-, y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar la siguiente:

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 344/346?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. A fs. 343 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata dispuso, mediante pronunciamiento de fecha 02-10-2009, encauzar el embate articulado en los términos del artículo 64 del C.P.C.A. contra el acto administrativo dictado por el ente demandando en la etapa de ejecución de sentencia, en el marco del proceso ordinario regulado en el ordenamiento procesal contencioso administrativo.

Indicó que cuando en los términos del art. 64 del C.P.C.A. se atacaba un acto administrativo dictado durante la ejecución de la sentencia, correspondía -ante la inexistencia de un marco procesal específico- aplicar las normas del proceso ordinario del C.P.C.A.

En tal contexto, y luego de declarar prima facie que la pretensión impugnativa del acto administrativo de fecha 26-05-2009 resultaba formalmente admisible, ordenó correr traslado de la “demanda” por el término de cuarenta y cinco (45) días en un todo de acuerdo con las normas del proceso ordinario previsto en el título I del C.P.C.A.

2. Contra el mentado pronunciamiento se alza la accionante solicitando se lo revoque en todos sus términos.

Aduce que el magistrado de grado se aparta de lo expresamente dispuesto en el artículo 64 del C.P.C.A. obligándola a promover un nuevo litigio con la consecuente afectación de la garantía constitucional de tutela judicial continua y efectiva.

Transcribe el artículo 64 del C.P.C.A. y resalta que el embate contra el acto administrativo dictado por el ente demandado se materializó durante el procedimiento de ejecución de sentencia. Por ello, aduce que resulta impropio que se le exija tramitar un nuevo proceso ordinario desde que –según su visión-, es la propia legislación la que habilita la posibilidad de impugnar el acto emitido como consecuencia de la sentencia, sin necesidad de promover un nuevo proceso.

Resalta que existen innegables razones de orden práctico, de economía y de celeridad procesal que patentizan la conveniencia de aprovechar la totalidad de los actos procesales cumplidos en el expediente donde se dictara la sentencia que, a la postre, origina el dictado del acto del que se agravia.

En suma, postula que el legislador –por razones de economía procesal- le otorgó al vencedor en el pleito la posibilidad de atacar los actos administrativos dictados durante la ejecución de la sentencia, sin necesidad de promover un nuevo proceso.

3. Contestando los agravios vertidos a fs. 344/347, la accionada solicita se confirme el pronunciamiento de fecha 2-10-2009.

Luego de efectuar una reseña de los antecedentes de la causa aduce que ha brindado cabal cumplimiento a la sentencia recaída en el proceso, reconociendo a la actora el derecho a percibir una indemnización equivalente a once (11) sueldos.

Resalta que tal cumplimiento de la manda jurisdiccional importa para la actora la imposibilidad de impugnar tal acto administrativo en el marco del proceso de ejecución de sentencia ya que “no hay sentencia que deba ser ejecutada en tanto y en cuanto lo ordenado ya fue cumplido”.

Estima que resulta acertado el cauce procesal ordinario impreso por el magistrado de grado, y que el planteo recursivo de la accionante carece de toda fundamentación legal.

II. El recurso merece estima.

1. A los efectos de brindar adecuado tratamiento a las cuestiones articuladas por la accionante, corresponde precisar que:

a. Con fecha 03-IV-2009 esta Alzada dictó sentencia [v. fs. 267/278] ordenando al Banco de la Provincia de Buenos Aires que en el término de treinta (30) días hábiles administrativos y dentro del razonable marco de discrecionalidad establecido en la norma aplicable, emita un acto administrativo motivado resolviendo la petición de la actora.

b. Notificado el ente demandado de lo resuelto por este Tribunal –v. fs. 280/281-, con fecha 26-05-2009 dictó –en cumplimiento de la manda judicial de condena- el acto administrativo pertinente por cuyo conducto resolvió reconocer a la actora el derecho a percibir, en concepto de indemnización especial para el personal, la suma de pesos veintitrés mil doscientos setenta y uno con 71/100 ($ 23.271,71-), con más los intereses calculados a tasa pasiva.

c. Contra el mentado acto administrativo dictado por la entidad bancaria en cumplimiento de la sentencia, la actora -en los términos del artículo 64 del C.P.C.A. [v. fs. 296/304]-, postuló el desapego del acto administrativo de fecha 26-05-2009 a las pautas fijadas en la sentencia de fs. 267/278.

d. Con fecha 03-08-2009 el a quo requirió –en los términos del artículo 30 del C.P.C.A.- al ente demandado la remisión de los antecedentes vinculados con el dictado del acto administrativo de fecha 26-05-2009.

e. Con fecha 02-10-2009 y luego de hacer efectivo a la accionada el apercibimiento previsto en el artículo 30 inc. 2 del C.P.C.A., el magistrado de grado encauzó el procedimiento articulado por la accionante en los términos del art. 64 del C.P.C.A. contra el acto administrativo de fecha 26-05-2009 [dictado en la etapa de ejecución de sentencia] en el marco del proceso ordinario regulado en el ordenamiento procesal contencioso administrativo.

2.a. Precisado lo anterior, cabe remarcar que el artículo 64 del C.P.C.A. dispone que los cuestionamientos que se suscitaran respecto de los actos administrativos dictados como consecuencia de la sentencia dictada en la causa podrán ventilarse en el propio proceso de ejecución de sentencia.

En tal sentido, la citada normativa preceptúa que el cuestionamiento que se efectúe del acto administrativo dictado en cumplimiento del mandato dispuesto en sentencia no dará lugar a un nuevo proceso, aunque se apartare abiertamente de lo decidido en el fallo o, so pretexto de cumplirlo, lo interpretare en forma perjudicial a los derechos o intereses reconocidos o restablecidos a la parte vencedora.

Sin desconocer el vacío legal existente en torno al camino procesal que corresponde asignar para encauzar el embate que pudiera efectuarse respecto del acto administrativo dictado durante la ejecución de la sentecia, advierto que -priorizando los principios de celeridad y economía procesal (argto. doct. S.C.B.A. Ac. 97.052 “Mazzoletti”, res. de 17-05-2006)-, el cauce procesal reglado en el Libro I, Título IV, Capítulo I del C.P.C.C. brinda el adecuado contexto ritual para encauzar ágilmente el trámite previsto en el artículo 64 del C.P.C.A. asegurando, además, la obtención de una rápida y eficiente respuesta jurisdiccional (cfr. Camps, Carlos Enrique “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires. Anotado. Comentado. Concordado”, Tomo I, pág. 322, Ed. Lexis Nexis, 2004) y una protección adecuada del derecho de defensa de las partes (cfr. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del depto. Judicial de Morón, Sala II, in re “Russo”, sent. de 13-IX-2007).

Vale recordar que el marco procesal asignado al procedimiento incidental genérico o básico (cfr. Morello, Augusto Mario “Códigos Procesales en lo Civil y Comercial Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y Anotados”, Tomo II C, pág. 399, Ed. Librería Editora Platense – Abeledo Perrot, 2009), dada su naturaleza simplificada y abreviada, se direcciona –única y exclusivamente- a obtener un pronunciamiento respecto del invocado apartamiento del mandato fijado en la sentencia por parte del organismo estatal.

De tal modo, y sustanciada por vía de este incidente genérico el ataque al acto dictado por el ente estatal condenado en el proceso [a quien se le endilga el incumplimiento del mandato judicial que porta la sentencia definitiva], dispuesto el traslado al incidentado por el término de cinco (5) días (argto. art. 180 del C.P.C.C), y receptada y producida la prueba de la que intentaran valerse las partes, el magistrado estará en condiciones de resolver sobre la procedencia o no del cuestionamiento.

Así, el trámite genérico de los incidentes reglado por el C.P.C.C. es el que mejor se adecua a la voluntad legislativa plasmada en el art. 64 del C.P.C.A., desde que: (a) se asegura la no reedición de un proceso de conocimiento pleno o sumario cuyo objeto es el acto emitido y (b) brinda al judicante -de tener cabida el planteo incidental al quedar acreditado que el organismo estatal condenado se ha apartado de lo decidido en el fallo o bien que so pretexto de cumplirlo lo ha interpretado en forma perjudicial a los derechos reconocidos a la parte vencedora en el proceso.- la posibilidad de complementar -o en su caso modificar total o parcialmente- el mentado acto administrativo emitido por el incidentado, adecuándolo al contenido, alcance y finalidad del pronunciamiento jurisdiccional incumplido para obtener –con celeridad y economía procesal- la materialización efectiva del mandato que surge de la sentencia.

Con todo, cuando el cuestionamiento se direccionara contra actos administrativos dictados en los términos del art. 64 del C.P.C.A., será el procedimiento génerico o básico de incidentes regulado en los arts. 175 y ccdtes. del C.P.C.C. el trámite jurisdiccional a imprimirle a tal cuestionamiento. Y ello será así por fuera de las adecuaciones imprescindibles que el juzgador de grado –fundadamente- entienda pertinentes imprimir al proceso de ejecución, conforme la particular esencia y contenido del acto enjuiciado y velando no solamente por la adecuada extensión del control judicial que obstruya toda elusión del mandato expreso contenido en las sentencias dictadas en las causas contencioso administrativas (argto. doct. S.C.B.A. causa B. 52.902 “Vispo”, sent. de 23-XI-2005), sino también el adecuado resguardo del principio que, receptado en el artículo 15 de la Constitución provincial, exige que las contiendas judiciales se resuelvan en tiempo razonable (argto doct. esta Cámara causa P-1-MP1 “Vitali”, sent. de 17-IV-2008).

b. Bajo tal anclaje normativo, cabría reprochar el cauce procesal adoptado por el magistrado de grado -proceso ordinario previsto en el Título I del C.P.C.A- para ventilar el acierto o no de las razones blandidas por la actora respecto del acto administrativo dictado por la entidad bancaria condenada en el sub examine.

III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo hacer lugar al recurso de apelación de fs. 344/347 y, en consecuencia, revocar el pronunciamiento de fs. 343, encauzando el embate articulado en los términos del art. 64 del C.P.C.A., según las reglas fijadas para el cauce procesal receptado en el Libro I, Título IV, Capítulo I del C.P.C.C. [trámite genérico de incidentes]. Las costas de esta Alzada se deberían imponer en el orden causado (art. 51 del C.P.C.A.

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

El señor Juez doctor Mora con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación de fs. 344/347 y, en consecuencia, revocar el pronunciamiento de fs. 343, encauzando el embate articulado en los términos del art. 64 del C.P.C.A., según las reglas fijadas para el cauce procesal receptado en el Libro I, Título IV, Capítulo I del C.P.C.C. [trámite genérico de incidentes]. Las costas de esta Alzada se imponen en el orden causado (art. 51 del C.P.C.A.).

2. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos de alzada para su oportunidad (art. 31 del dec. ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
